Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 5 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta 1627/2009. Se amplía el régimen previsto por la Ley N* 17.963, de 19 de mayo de 
2006, en los casos de aportaciones de seguridad social generadas por entidades de carácter deportivo. 


Carpeta 1631/2009. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, 
correspondiente a una pensión graciable para el señor Domingo Salvador Pérez Silva. 


Carpeta 1632/2009. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes correspondiente 
a una pensión graciable para la señora Blanca Olira Lemos González”. 


La Comisión pasa a considerar el primer asunto a estudio dentro del orden del día: Carpeta 
1600/2009, relativa a los mozos de cordel. 


Como recordarán los señores Senadores, en la sesión anterior habíamos solicitado un tiempo 
para realizar las consultas pertinentes en nuestra bancada. En ese sentido, traemos una propuesta -luego 
de consultar a la Administración Nacional de Puertos y al Ministerio-, que consiste en variar el plazo por el 
cual se prorrogan los contratos regulados por las Leyes N* 18.057 y N* 18.392. Como ya había alguna 
prórroga, nos pareció bastante de recibo plantearlo, pero a la vez pensamos que el hecho de que la 
prórroga se extendiera hasta el año 2012, tal como venía planteada en el proyecto, era un poco excesiva. 
Precisamente, la ANP formuló el planteó de que si la fecha 31 de diciembre de 2012 era excesiva, podría 
establecerse el 31 de julio de 2011 como el momento en que caería la primera tanda de contratos 
realizados con distintas fechas. Quiere decir que de esa manera quedarían todos iguales, en cero, y se 
podría hacer un llamado a licitación de estos servicios para un nuevo período. 


Por lo tanto, proponemos a la Comisión que los plazos de los contratos de los mozos de cordel, 
referidos en el artículo 4% de la Ley N* 18.057, de 20 de noviembre de 2006, se prorroguen hasta el 31 de 
julio de 2011. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera plantear una consulta. La ley anterior establecía la prórroga hasta el 31 de 
diciembre de 2010, y en la ley original también se fijaban dos años a partir del contrato. La prórroga surgió 
porque los contratos regían por dos años y se demoraron en hacer, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hubo mucha demora por parte de quienes debían implementar esos contratos y 
por la propia conformación de las cooperativas. 


SEÑOR ALFIE.- Lo que se está diciendo es que, en el fondo, el último contrato fue firmado el 31 de julio de 
2009, y estableciendo un plazo de dos años, iría hasta el 31 de julio de 2011. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tendría que verificarlo. 
SEÑOR ALFIE.- Lo planteo sólo para verificar el tema. 


En el fondo, lo que estamos estableciendo es que, a los que tenían dos años de contrato y lo 
firmaron antes de esta fecha, les estamos prorrogando determinada cantidad de meses mientras que, con 


el último que firmó, estaríamos respetando los dos años de la ley anterior. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Efectivamente. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley con la modificación introducida. 
(Se vota: ) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, propongo como miembro informante al señor 
Senador Gallinal. 


Pasamos a considerar el segundo punto del orden del día: “Proyecto de ley sobre Aportes 
Jubilatorios Patronales de Empresas que se amparen en Regímenes Especiales de Subsidio por 
Desempleo Parcial. Se establece un régimen de facilidades de pago.” 


Si no recuerdo mal, ya se votó el artículo 1%, por lo que habría que continuar con la consideración 
del articulado. 


Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- A efectos de determinar el monto que va a ser objeto de financiación en el presente 
régimen de facilidades, se aplicará a los aportes patronales del mes de cargo respectivo, la relación que 
exista entre el monto de los aportes patronales jubilatorios de los trabajadores amparados en el régimen de 
seguro de paro parcial y los aportes patronales totales de la empresa.” 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- La consideración de este punto quedó pendiente en la sesión anterior. En esa 
oportunidad, concluimos que se iban a realizar las consultas pertinentes porque había problemas de 
redacción bastante complicados. 


En el artículo 2* se establece. “A efectos de determinar el monto que será objeto de financiación 
en el presente régimen de facilidades, se aplicará a los aportes patronales del mes de cargo respectivo, la 
relación que exista entre el monto de los aportes patronales jubilatorios de los trabajadores amparados en 
el régimen de seguro de paro parcial y los aportes patronales totales de la empresa.” Directamente, debería 
decirse que se pueden refinanciar los aportes patronales de ese mes de cargo a las personas que tienen 
seguro de paro parcial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es lo que dice el texto. 


SEÑOR ALFIE.- Sí, señora Presidenta, pero lo expresa de una manera complicada. En el artículo se 
expresa: “se aplicará a los aportes patronales del mes de cargo respectivo”, cuando debería decirse que se 
aplicará a la totalidad de los aportes patronales, es decir, la relación, el cociente entre el monto de los 
aportes patronales jubilatorios de los trabajadores amparados al régimen de seguro de paro parcial y el 
monto de los aportes patronales totales de la empresa. En el fondo, es lo que dice el texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal no entiendo otra cosa, señor Senador, y aclaro que, 
lamentablemente, no fue posible realizar las consultas. 


SEÑOR ALFIE.- Personalmente, creo que en la medida en que modifiquemos el artículo 3? -que ameritaría 
grandes cambios de redacción-, podríamos hacer lo mismo con éste. Por lo tanto, pregunto si vamos a 
alterar el artículo 3%. El artículo 2? se entiende correctamente, pero el 3* tiene problemas de interpretación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que el artículo 22 depende de la redacción del 3%, la Mesa propone dejar 
en suspenso su tratamiento y pasar a considerar el 3”. De todas formas, llamo la atención acerca de que 
este proyecto de ley fue enviado por la Cámara de Representantes y es muy poco el tiempo de que 
disponemos para sancionarlo. 


Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- El monto establecido de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 2* de la 
presente ley, podrá ser abonado en tantas cuotas como determine el contribuyente, con un máximo de 
doce. La primera cuota vencerá a los doce meses de la entrega inicial de acuerdo al calendario que 
establezca el Banco de Previsión Social (BPS). La entrega inicial del acuerdo deberá realizarse dentro del 
vencimiento habitual para el pago de las obligaciones corrientes con el BPS e incluir todas las restantes 
obligaciones del mes de cargo. Las facilidades de pago establecidas de acuerdo al presente régimen no 
generarán multas, recargos ni intereses, siempre que el contribuyente cumpla íntegramente con las 
obligaciones establecidas en las mismas”. 


En consideración. 


SEÑOR ALFIE.- Está clara la interpretación que uno quiere dar al texto de este artículo; sin embargo, sobre 
el final se dice: “Las facilidades de pago establecidas de acuerdo al presente régimen no generarán multas, 
recargos ni intereses, siempre que el contribuyente cumpla íntegramente con las obligaciones establecidas 
en las mismas”. 


En primer lugar, se está haciendo referencia al contribuyente que pagó en fecha todas las cuotas, 
pero esas no son todas las obligaciones establecidas, porque podría ser que el contribuyente hubiera 
abonado el monto fuera de fecha, lo que significaría que igual habría cumplido con las obligaciones 
establecidas. 


En segundo término, se habla de la entrega inicial, pero no se dice cuál es el monto. Se 
establece que hay que hacer una entrega junto con las obligaciones corrientes del mes de cargo, o sea, 
con los aportes personales y demás, pero no dice a cuánto asciende la entrega inicial. Sólo se señala que, 
después de la primera entrega, la siguiente es a los doce meses. 


En consecuencia, propongo que en esta disposición se establezca que la entrega inicial será de 
un doceavo, un treceavo o cero de los montos devengados y que la primera cuota vencerá a los doce 
meses. Más adelante habría que agregar que las facilidades de pago no generan nada en la medida en 
todas las cuotas sean pagadas en fecha. 


SEÑOR BONOMI.- Pero eso se dice, señor Senador. 
SEÑOR ALFIE.- No es lo que establece la norma. 


SEÑOR BONOMI.- En lo personal, creo que eso es lo que establece el artículo 3%, dado que plantea que el 
contribuyente puede pedir un máximo de doce cuotas; la primera de ellas se pagará a los doce meses y, si 
se abona en fecha -eso está dentro de las obligaciones-, no se aplicarán multas o recargos ni se cobrarán 
intereses. 


SEÑOR ALFIE.- Reitero mi pregunta en el sentido de cómo se calcula la entrega inicial y, en definitiva, a 
cuanto ascendería. 


SEÑORA PERCOVICH.- A mí me parece que aquí no solamente puede tomarse lo relativo a la entrega 
inicial, porque el artículo habla del monto inicial del acuerdo. Si, como se estipula en la norma, dicho monto 
es fruto de un acuerdo, no entiendo por qué debería establecerse previamente a cuanto ascenderá. 


En mi opinión, esta disposición está dando libertad y contemplando la situación del contribuyente, 
partiendo de la base de que tiene que llegar a un acuerdo. Dado que esa entrega inicial “que debe hacerse 
dentro del vencimiento habitual para el pago- es fruto de un acuerdo, no me parece que sea necesario 
establecer un monto. Está claro que el pago de esa entrega debe realizarse -reitero- en el 
vencimiento habitual, pero luego de haber llegado a un acuerdo. 


SEÑOR ALFIE.- Desde mi punto de vista, una cosa es determinar un máximo de cuotas respecto a las 
cuales el contribuyente podrá optar, y otra distinta es establecer en una ley que este último podrá hacer un 
acuerdo en el que negocia la entrega inicial. Eso no es correcto, porque de esa forma el monto dependerá 
de la cara del contribuyente y del que negocia. Téngase en cuenta que este no es un acuerdo entre dos 
particulares en el que se acuerda lo que se quiere, porque en este caso, a un contribuyente se le podrá 
asignar una entrega inicial del 1%, mientras que tratándose de otro podría hablarse de un 20%. ¿Cuál es la 
razón de esta diferencia? No lo sabemos. 


En consecuencia, si bien entiendo lo que expresa la señora Senadora Percovich -porque hace 
una interpretación favorable del texto de la ley-, creo que habría que delimitar esto, porque no es correcto 
hacer algo así en el sector público. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el artículo 4% se establece que el Poder Ejecutivo reglamentará las 
disposiciones de esta ley y, por lo tanto, pensamos que este aspecto deberá ser reglamentado. 
Seguramente aquí se están dando facilidades para resolver una situación especial, tal como se expresa en 
la exposición de motivos. No podemos olvidar que se trata de un régimen especial para las empresas que 
enfrentan dificultades como consecuencia de la crisis. El artículo 1% dice claramente que esta posibilidad se 
dará cuando se establezcan regímenes especiales de subsidio de desempleo parcial, por lo que, a mi 
entender, lo que no se explicita aquí será especificado luego en la reglamentación. 


SEÑOR ALFIE.- El Poder Ejecutivo tiene que reglamentar la norma porque de lo contrario no entra en 
vigencia, salvo algunas que lo hacen directamente. 


El tema no es ver para quién esta pensado esto, porque sabemos que es para empresas en 
dificultades que se acogen a este régimen especial de seguro parcial. Lo que digo es que no puede haber 
una negociación o una diversidad de entregas iniciales porque, en principio, todas las empresas son lo 
mismo. Entonces, si no queremos establecer el monto de la entrega inicial, podemos decir que será de 
hasta tal porcentaje y luego el Poder Ejecutivo lo fijará en la reglamentación. 


SEÑOR BONOMI.- Creo que esto está claramente planteado para empresas que tienen dificultades 
diferentes y sobre el tema se conversó con los delegados de las cámaras que las representan. Además, no 
se trata de que uno fije la entrega inicial de acuerdo con la cara del contribuyente, sino en función de las 
dificultades, que pueden ser distintas. Reitero, esto está pensado para mantener el trabajo en el caso de 
empresas que tienen dificultades. Por tanto, entiendo que debe quedar claro que hay una entrega, que a 
los doce meses se debe empezar a pagar la cantidad de cuotas establecidas de común acuerdo y que la 
entrega también se fija de común acuerdo. A su vez, puede haber flexibilidad de acuerdo con las 
dificultades que tenga la empresa. En consecuencia, sería partidario de dejar la redacción tal como está y 
que se incluyera una mayor precisión, como decía la señora Presidenta, en la reglamentación que se 
tendrá que realizar en treinta días. 


SEÑORA PERCOVICH.- Estoy leyendo el artículo 10 de la Ley N* 15.180 al que se hace mención en el 
artículo 1% del proyecto de ley, y comparto lo que recién decía el señor Senador Bonomi porque se refiere a 


desocupaciones especiales. Se dice que se faculta al Poder Ejecutivo a establecer, por razones de interés 
general, un régimen de subsidio por desempleo total o parcial para los empleados con alta especialización 
profesional y en ciertas categorías laborales o actividades económicas. También se establece que en cada 
caso el Poder Ejecutivo determinará el monto del subsidio a pagar a los empleados suspendidos, 
despedidos, etcétera. Entonces, me parece que el objetivo es tratar de preservar a la empresa para que no 
se destruya, analizando caso por caso. Por tanto, entiendo que se está dando una facultad al Poder 
Ejecutivo para que evalúe qué cosas tiene que preservar de acuerdo con el interés productivo del país. En 
consecuencia, más allá de que lo normal no es una negociación cara a cara, existe una norma -el artículo 
10 de la Ley N* 15.180- que fija el lineamiento que debe seguir el Poder Ejecutivo. Luego se podrá 
controlar y discutir su ejecución desde el rol que tenemos los parlamentarios. Lo que importa es que debe 
hacerse un reembolso en determinado período que aquí se establece. A partir de ahí puede empezar a 
correr el control, que servirá para saber si no se cumplió con lo establecido. No me parece que el tema de 
la entrega inicial sea lo que importa en este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores están de acuerdo, correspondería pasar a votar. 
El artículo 1% ya fue votado. 
En consideración el artículo 2”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 
4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 3. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 4”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 5. Afirmativa. 
SEÑORA PERCOVICH.- Consulto a la señora Presidenta si acepta ser la miembro informante. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, señora Senadora. 


SEÑOR ALFIE.- Entre los asuntos entrados figura un proyecto de ley que establece una autorización para 
que las instituciones deportivas también se puedan amparar a un régimen de facilidades para el pago de 
aportaciones al Banco de Previsión Social que está incluido en una ley ya existente. Quizás podríamos 
considerarlo en el día de hoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores están de acuerdo, pondríamos en consideración el 
proyecto de ley al que hace referencia el señor Senador Alfie. 


Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Único. Extiéndese el régimen de facilidades de pago dispuesto por la Ley N* 17.963 de 
19 de mayo de 2006, para deudas anteriores al mes de promulgación de la presente Ley, generadas por 
clubes, entidades e instituciones deportivos de carácter profesional, con la única modificación de fijarse en 
120 (ciento veinte) el número máximo de cuotas para cancelar los montos referidos por el artículo 1* de la 
mencionada Ley. 


En estos casos, si el valor de la cuota resultante superare el 20% (veinte por ciento) de la suma 
de las obligaciones corrientes del sujeto pasivo para con el Banco de Previsión Social, correspondientes al 
mes anterior a la firma del convenio, el interesado podrá solicitar la extensión del número de cuotas a 
efectos de que el monto de cada una de ellas no supere el referido límite. 


Los clubes, entidades e instituciones deportivos de carácter no profesional podrán también 
solicitar ampararse a la presente Ley mediante petición fundada ante el Banco de Previsión Social, quien 
recabará la opinión del Ministerio de Turismo y Deporte previo a expedirse al respecto”. 


En consideración. 
No recuerdo en qué consiste este régimen. 


SEÑOR ALFIE.- Se trata de un régimen de facilidades para los dependientes de la construcción y para los 
servicios bonificados de aportación patronal, por hasta 36 cuotas y con determinadas condiciones. En este 
caso, lo que se hace es incorporar a ese régimen, por hasta 120 cuotas, a los clubes, entidades e 
instituciones deportivas de carácter profesional; los no profesionales quedan a discreción del Banco de 
Previsión Social. 


Personalmente, estoy dispuesto a apoyar la ley, pero creo que habría que establecer solamente 
“Los clubes, entidades e instituciones deportivas”, eliminando la distinción entre profesionales y no 
profesionales. En realidad, no entiendo muy bien por qué si queremos incluir dentro del régimen a las no 
profesionales -que no sé si tienen más dificultades que las que sí lo son, pero por lo menos tienen las 
mismas-, las ponemos aparte. Además, va a depender de una resolución del Directorio del Banco de 
Previsión Social, lo que a mi entender es la discreción más absoluta. Realmente, no concibo las leyes de 
esta manera; en todo caso, pondría a las profesionales arriba y eliminaría la última frase. No me parece 
correcto dejar que el Directorio del Banco de Previsión Social diga cuál institución puede ampararse a la ley 
y cuál no, como si fuera el César. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según la exposición de motivos, este proyecto tiene un objetivo claro, que es la 
regularización de la situación de las contribuciones al Banco de Previsión Social de las instituciones 
deportivas, que por lo que acá dice tienen dificultades en ese sentido. En un párrafo de la exposición de 
motivos se dice: “La presente iniciativa se inscribe dentro de una política que procura dar una respuesta 
eficaz al tema, y es por ello que el Poder Ejecutivo, al tiempo que remite este proyecto a consideración del 
Parlamento, está emitiendo un decreto según el cual los profesionales del deporte pasarán a aportar sobre 
la base de sus retribuciones reales —sin perjuicio de un período de transición con opciones de tributación 
por fictos, a fin de permitir las adecuaciones contractuales que los involucrados entiendan del caso”. A lo 
mejor esto tiene algo que ver con la diferenciación que se hace entre las instituciones deportivas de 
carácter profesional y las demás. 


SEÑOR ALFIE.- Reitero que, aun aceptando que sean de carácter profesional, el último inciso estaría de 
más. Si la exposición de motivos dice que es para las profesionales, dejemos sólo a estas, sin agregar a 
las otras, cuya inclusión dependerá de una decisión del Banco de Previsión Social. No es un contrato entre 
privados, en el que no importa qué pase porque los dos se hacen cargo de sus costos y beneficios; en este 
caso una parte representa a la sociedad, y no puede discriminar a unos sí y a otros no en función de lo que 
le parezca. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Cuál es la diferencia entre una entidad deportiva profesional y una que no lo es? 
¿Acaso no tienen las dos personería jurídica? 


SEÑOR ALFIE.- Sí; la única diferencia es que en un caso los deportistas son remunerados y en el otro no. 
Básicamente es el mismo estatuto, que es autorizado por el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por lo tanto, es una opción que hace la institución deportiva, que puede ser 
amateur o no, y no veo por qué dejarla fuera. En realidad todas promocionan el deporte; en realidad, me 
gustan más las amateur que las profesionales, pero reconozco que estas últimas deben existir. No me 
gustaría dejar fuera a las instituciones deportivas amateur, que quizás sean las que estimulan más el 
espíritu deportivo, bastante alicaído en las profesionales, por cierto. Me imagino que lo que trata de 
estimular es el hecho de que estén formalizadas, que tengan personería jurídica y una buena 
administración, que no haya una explotación de quienes trabajan en esas instituciones, que tengan un 
contenido cultural, etcétera. 


SEÑOR BONOMI.- Creo que la diferencia entre unas y otras va más allá de que en un caso se paga a los 
jugadores y en el otro no; en realidad, están en un régimen distinto. Precisamente, por las características 
del régimen profesional, una buena cantidad de clubes tienen problemas, y por eso se establece esto en el 
proyecto de ley. No tengo inconvenientes si se quiere extender el beneficio a las instituciones deportivas no 
profesionales, pero éstas no entrarían dentro de la exposición de motivos que acompaña la iniciativa. Cada 
vez que comienza el Campeonato Uruguayo de Fútbol hay que pagar determinada cantidad de dinero por 
deudas, lo que pone en riesgo el Campeonato, y esto no le sucede a las instituciones deportivas no 
profesionales. Puede ser que también tengan problemas, pero no son los mismos. 


SEÑOR ALFIE.- No les sucede porque no pagan sueldo a sus jugadores. 


Desde el punto de vista jurídico, ambas son asociaciones civiles. Recientemente se ha creado 
por ley la figura de la sociedad anónima deportiva, pero es diferente. Entonces, como las dos son 
asociaciones civiles, tienen estatutos prácticamente iguales, lo que puede diferir son los reglamentos 
internos, y nada más que eso. Ahora bien, una entidad no profesional, evidentemente no adeuda sueldos a 
sus deportistas, y no me estoy refiriendo solo a futbolistas, porque el basquetbol es un deporte profesional, 
el ciclismo también lo es, el atletismo a nivel mundial es profesional; en el fondo, casi todos los deportes 
son profesionales. 


Entonces, comparto lo que acaba de manifestar la señora Senadora Percovich en cuanto a que 
preferiría abarcar a todas las instituciones deportivas, pero si queremos incluir solo a las profesionales, 
deberíamos eliminar el último inciso ya que no es correcto desde el punto de vista legal. 


SEÑOR BONOMI.- Insisto en que esto se refiere al régimen con el que se manejan las instituciones y no 
tiene en cuenta si pagan o no, ya que las no profesionales no pagan sueldo a sus deportistas pero sí a sus 
funcionarios y a sus instructores, entre otros. Entonces, no se trata de si pagan o no, sino del régimen bajo 
el cual funcionan. Por ejemplo, los contratos en el basquetbol profesional no son exactamente iguales a los 
del fútbol profesional. En este último caso se firman cuatro copias que se registran en distintos lugares; 
además, en la competencia a nivel internacional se controla cuánto cobra el jugador en su país, ya que 
normalmente los profesionales del fútbol de nuestro país en el mundo son considerados amateur y pueden 
jugar las olimpiadas, en general. 


O sea, creo que el proyecto de ley tiene en cuenta el régimen con el que se manejan, ya que al 
principio de la exposición de motivos se expresa: “El proyecto que se acompaña, teniendo presente la 
situación en que se hallan múltiples instituciones deportivas respecto de sus obligaciones para con el 
Banco de Previsión Social, prevé un mecanismo de regularización de adeudos que contempla las 
características que ha tenido el desarrollo de la actividad deportiva en nuestro país”, y a continuación se 
hace referencia al fútbol profesional. Si se quiere extender este proyecto de ley a las instituciones 
deportivas no profesionales, no tendría problemas, pero es algo diferente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podemos votar el proyecto tal como está y luego realizar la consulta para ver si 
se puede eliminar la diferenciación entre entidades. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley con esa salvedad. 
(Se vota:) 
3 en 5. Afirmativa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Propongo que el miembro informante de este proyecto de ley sea el señor 
Senador Bonomi. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo, así se procederá. 


Pasamos a considerar la Carpeta N* 1631/2009, relativa a la pensión graciable a conceder al 
señor Domingo Salvador Pérez Silva. 


Tenemos un informe de la Comisión Permanente de Pensiones Graciables del Ministerio de 
Educación y Cultura con respecto a este proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA PERCOVICH.- Propongo que el miembro informante de este proyecto de ley sea el señor 
Senador Campanella. 


SEÑOR CAMPANELLA.- Con mucho gusto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Así se procederá. 


Pasamos a considerar la Carpeta N* 1632/2009, relativa a la Pensión Graciable para la señora 
Blanca Olira Lemos González, viuda del artista plástico Julio Olivera. 


Como en el caso de la pensión graciable anterior, este proyecto de ley fue aprobado por la 
Cámara de Representantes y contamos con informe de la Comisión Permanente de Pensiones Graciables 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero destacar que el señor Julio Olivera fue uno de los pintores 
afrodescendientes que tuvimos en el Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el pasaje de esta pensión 
graciable al Senado. 


(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Propongo que la miembro informante sea la señora Senadora Percovich. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 49 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


